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INTRODUCCION 

En el presente documento se pretende realizar un análisis en los aspectos de 

impacto social y la aplicación en el ámbito jurídico del delito de defraudación de 

fluidos, consagrado en el artículo 256 del código penal colombiano como tipo 

penal autónomo, partiendo de los fines y objetivos propuestos por el legislador, 

realizando un estudio del aprovechamiento y enriquecimiento ilícito de los 

usuarios del servicio público de acueducto frente al detrimento patrimonial que 

sufren las empresas prestadoras de este servicio, aun teniendo en cuenta que 

en este tipo penal se subsumen los delitos de hurto y estafa. 

Para denotar la preponderante connotación que tiene la efectiva, oportuna, 

eficiente y económica prestación del servicio público de agua potable por parte 

de las empresas encargadas de esta actividad es indispensable adentrarnos en 

el estudio del derecho humano fundamental del agua como elemento vital en el 

ciclo de la vida y la conservación del planeta, así como la aplicación de la ley 

existente  tanto en la jurisdicción penal como en la contencioso administrativa, 

de cara a proteger el uso adecuado del agua potable, buscando por demás 

minimizar costos y propendiendo por lograr un total de cobertura en la 

prestación del servicio de forma oportuna garantizando la mejor calidad. 

El delito de defraudación de fluidos, involucra en su contexto jurídico 

interesantes aspectos relacionados con lo económico, lo social  e incluso con lo 

político, pero lo anterior no excluye que se muestre a su vez como un 

interesante objetivo de estudio exclusivamente en el ámbito económico de 

cómo logra afectar los ingresos de una Empresa prestadora de un servicio 

Público, es decir, en el marco de un análisis excluido de intereses de cualquier 

índole, y que busque un correcto entendimiento de esta conducta punible. 

 

 

 

 



RESUMEN 

En Bogotá, D.C., desde hace varios años se viene incurriendo por parte de los 

usuarios de la Empresa de Acueducto y Alcantarillado de Bogotá, en esta 

conducta,  lo que quiere decir que no es una conducta nueva, partiendo del 

concepto que “La persona que mediante cualquier mecanismo clandestino o 

alterando los sistemas de control o aparatos contadores, se apropie de energía 

eléctrica, agua, gas natural o señal de telecomunicaciones, en perjuicio ajeno.” 

Para el caso que nos atañe tomaremos como estudio la problemática 

presentada en la Empresa de Acueducto y Alcantarillado de Bogotá-ESP, que 

de conformidad con la Ley 142 de 1994, al usuario o suscriptor le esta 

prohibida la alteración inconsulta y unilateral de las condiciones contractuales 

de prestación del servicio Público. 

Que en este sentido, la conducta que tipifica en delito de defraudación de 

luidos, frente a los usuarios de los servicios públicos que presta la EAAB ESP, 

se constituye a la vez en causal de incumplimiento del Contrato de 

Condiciones, por el uso no autorizado del servicio.  

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 



ABSTRACT 

In Bogotá, DC, for several years been failing on the part of users of the Water 

and Sewerage Company of Bogotá, in this behavior, which means that there is 

a new behavior based on the concept that "The person by any mechanism that 

clandestine or altering or aircraft control systems accountants, appropriating 

power, water, natural gas or telecommunications signal, to the detriment of 

others” 

For our case we will study the issues as presented in the Water and Sewerage 

Company of Bogotá-ESP, that pursuant to Act 142 of 1994, the user or 

subscriber is out of bounds incolsulta and unilateral alteration of contract 

terms Public service delivery. 

To this effect, behavior which makes it a crime to defraud LUID, compared with 

users of public services provided by the EAAB ESP, it is both on grounds of 

breach of contract conditions, for unauthorized use service. 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 



1. OBJETIVOS 

1.1. Objetivo General 

La necesidad de tomar medidas para controlar las significativas 

desviaciones por parte de los usuarios de la EAAB – ESP, , con el fin 

de impedir el impacto social y la aplicación en el ámbito jurídico del 

delito de defraudación de fluidos, consagrado en el artículo 256 del 

código penal colombiano como tipo penal autónomo, partiendo de los 

fines y objetivos propuestos por el legislador, realizando un estudio 

del aprovechamiento y enriquecimiento ilícito de los usuarios 

Incurre el usuario en la violación a la normatividad vigente en materia 

penal, que cataloga este tipo de actuación  como un delito 

"Defraudación de fluidos" a la vez que incumple con las obligaciones 

establecidas en el Contrato de Condiciones Uniformes, el artículo 26 

del decreto 302 de los numerales 26.3 al 26.10, lo cual genera para 

quien comete el delito desde la aplicación de multas hasta <la 

suspensión y corte del servicio.  

 

La ley 599 de 2000 por la cual se expide el Código Penal establece 

en su artículo 256 lo siguiente: "Defraudación de fluidos. El que 

mediante cualquier mecanismo clandestino o alterando los sistemas 

de control o aparatos contadores, se apropie de energía eléctrica, 

agua, gas natural o señal de telecomunicaciones, en perjuicio ajeno, 

incurrirá en prisión  de uno (1) a cuatro (4) años y en multa de uno (1) 

a 100 (100) salarios mínimos legales mensuales vigentes."  

El derecho humano al agua tiene su fundamento en el principio de 

que nadie puede ser privado de la cantidad suficiente de agua para 

satisfacer sus necesidades básicas. Se busca así garantizar a cada 

persona una cantidad mínima de agua o mínimo vital, de buena 

calidad, pero que sea suficiente para preservar la vida y la salud. Es 

decir que permita satisfacer necesidades básicas como la 

alimentación y la bebida, la higiene personal y doméstica, la 



producción de cultivos de subsistencia y las prácticas culturales. Por 

ello, el derecho humano al agua no se refiere al consumo que 

supera la cantidad suficiente para cubrir las necesidades básicas de 

las personas, como el caso del agua destinada a actividades 

comerciales, industriales o agrícolas. 

 

Las obligaciones del Estado para garantizar el pleno ejercicio del 

derecho humano al agua deben ser abordadas en todos sus 

componentes: 

1. Disponibilidad que implica la sostenibilidad del recurso hídrico y 

la garantía de su abastecimiento continuo y suficiente para los usos 

personales y domésticos;  

2. Accesibilidad al agua física, económica, a la información y a la 

no discriminación. 

3. Calidad tanto del recurso hídrico como del agua que es 

suministrada por los prestadores del servicio, que debe ser 

salubre y no debe contener microorganismos o sustancias que 

amenacen la salud. 

El carácter vinculante del derecho humano al agua surge de la 

ratificación del Pacto Internacional de Derechos Económicos, 

Sociales y Culturales, (Ley 74 de 1968), y en virtud de la 

denominada tesis del “Bloque de Constitucionalidad” (artículo 93 

de la Constitución Política) forma parte integrante de la 

Constitución Política.  

 

Con base en el artículo 93 de la Constitución Política, los tratados y 

convenios internacionales que reconocen los derechos humanos y que 

prohíben su limitación en los estados de excepción, debidamente 

aprobados por el Congreso, son parte integrante de la Constitución. 



  

La Corte Constitucional ha destacado que la jurisprudencia de las 

instancias internacionales de derechos humanos constituye una pauta 

relevante para interpretar el alcance de los tratados internacionales 

sobre derechos humanos y, por ende, de los propios derechos 

constitucionales, como es el caso de la Observación No.15 de 2003, 

emitida por el Comité de Derechos Económicos, Sociales y Culturales de 

las Naciones Unidas, en la que se reconoce el derecho humano al agua 

en los artículos 11 y 12 del mencionado pacto. Los órganos e 

instituciones que dan una interpretación autorizada de las normas de 

derechos humanos establecen criterios que deben ser atendidos por el 

Estado colombiano en razón de sus obligaciones frente de los derechos 

consagrados en el derecho internacional de los derechos humanos. 

 

1.2  Objetivos Específicos 

Determinar en el Distrito Capital de Bogotá, el impacto social y Jurídico 

que afrontan los usuarios de la Empresa de Acueducto y Alcantarillado 

de Bogotá, teniendo en cuenta que el acceso al agua potable  y la 

calidad de este servicio ha aumentado significativamente durante la 

última década. Sin embargo, aún quedan desafíos importantes, incluso 

una cobertura insuficiente de los servicios, especialmente en zonas 

rurales y una calidad inadecuada de los servicios de agua y 

saneamiento,  el sector está caracterizado por altos niveles de 

inversiones y de recuperación de costos, la existencia de algunas 

grandes empresas públicas eficientes y una fuerte y estable participación 

del sector privado local, además de los problemas relativos a la 

cobertura del servicio, se enfrentan problemas generados por las 

conexiones no autorizadas que hacen los usuarios para obtener el 

servicio de agua potable y que van desde el principio de pensar en hacer 

un ahorro y por otro lado la falta de cobertura que tiene la EAAB-

ESP.,Además de los problemas relativos a la cobertura de los servicios, 

http://es.wikipedia.org/wiki/Agua_potable


el sector de agua y saneamiento de Colombia enfrenta problemas de 

calidad de servicio. Sin embargo, la calidad de servicio ha mejorado 

considerablemente durante los últimos diez años. Las ciudades más 

grandes tienden a tener un servicio de mejor calidad que las ciudades 

pequeñas y las zonas rurales. 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 



PROBLEMA DE INVESTIGACION  

FORMULACION  

¿Cómo impacta de manera Socio Jurídico la defraudación de Fluidos a la 

Empresa de Acueducto y Alcantarillado de Bogotá? 

 

PLANTEAMIENTO 

 

En el presente documento se pretende realizar un análisis en los aspectos de 

impacto social y la aplicación en el ámbito jurídico del delito de defraudación de 

fluidos, consagrado en el artículo 256 del código penal colombiano como tipo 

penal autónomo, partiendo de los fines y objetivos propuestos por el legislador, 

realizando un estudio del aprovechamiento y enriquecimiento ilícito de los 

usuarios del servicio público de acueducto frente al detrimento patrimonial que 

sufren las empresas prestadoras de este servicio, aun teniendo en cuenta que 

en este tipo penal se subsumen los delitos de hurto y estafa. 

Para denotar la preponderante connotación que tiene la efectiva, oportuna, 

eficiente y económica prestación del servicio público de agua potable por parte 

de las empresas encargadas de esta actividad es indispensable adentrarnos en 

el estudio del derecho humano fundamental del agua como elemento vital en el 

ciclo de la vida y la conservación del planeta, así como la aplicación de la ley 

existente  tanto en la jurisdicción penal como en la contencioso administrativa, 

de cara a proteger el uso adecuado del agua potable, buscando por demás 

minimizar costos y propendiendo por lograr un total de cobertura en la 

prestación del servicio de forma oportuna garantizando la mejor calidad. 

 

 

 

 



Diagnóstico y evaluación 

Antecedentes Históricos  

Hay sectores de la Ciudad de 

Bogotá, donde el servicio de 

agua potable se ve vulnerado 

por el accionar de los 

usuarios, que lo hacen con el 

fin de no cancelar el servicio 

prestado por la EAAB 

Implementación 

El delito de defraudación de 

fluidos se constituye mediante 

cualquier mecanismo 

clandestino o alterando los 

sistemas de control o aparatos 

contadores, se apropie de 

energía eléctrica, agua, gas 

natural, o señal de 

telecomunicaciones, es 

perjuicio ajeno 

La ley 142 de 1994, al usuario 

o suscriptor le está,  prohibida 

la alteración inconsulta y 

unilateral de las condiciones 

contractuales de la prestación 

del servicio público 

En este sentido la 

conducta que tipifica el 

delito de defraudación de 

fluidos, frente a los 

usuarios de los servicios 

públicos, que presta la 

EAAB-ESP, se constituye 

a la vez en causal de 

incumplimiento del 

contrato de condiciones 

por el uso no autorizado 

del servicio. 

Que el delito de 

defraudación de fluidos y 

el uso no autorizado del 

servicio son una de las 

causas del aumento en el 

índice de agua no 

contabilizada que conlleva 

perdidas económicas, 

jurídicas y sociales para la 

Empresa. 

Fuente: Luz Mary Peralta Rodríguez – Empresa de Acueducto y Alcantarillado 

de Bogotá. 

 

JUSTIFICACION METODOLOGICA 



Se va a utilizar el método Histórico donde se reseña la necesidad de la 

implementación del Sistema y  con base a esta información se utilizara el 

método Deductivo y Analítico,  de lo general a lo particular  utilizando las 

técnicas de la observación de procesos y documentos. 

JUSTIFICACION PRÁCTICA 

El tipo penal de defraudación de fluidos en nuestro país, cuenta con una muy 

corta trayectoria como delito autónomo e independiente, por lo cual los 

resultados sobre su aplicación y funcionalidad aun se encuentran en etapa de 

desarrollo y evolución incipiente y su análisis a nivel doctrinal y jurisprudencial 

son realmente escasos, lo que no brinda una claridad acerca de su 

conveniencia y necesidad reales, tanto para la comunidad que desconoce aun 

su existencia, como para funcionarios, jueces y abogados, que no cuentan con 

lineamientos específicos para su tratamiento jurídico.  

Es así como al analizar las razones que tuvo el legislador para su incorporación 

al ordenamiento penal, dentro de la ley 599 de 2000, encontramos un gran 

vacío y precariedad en sus fundamentos y argumentos, los que se reconducen 

principalmente a finiquitar con las interminables discusiones existentes acerca 

de la asimilación del tipo penal al hurto o a la estafa; esto vislumbra el afán de 

encontrar una pronta solución al respecto, adoptando finalmente un tipo nuevo, 

sin más consideraciones, ni estudios, ni razonamientos que la adaptación de un 

delito ya considerado desde muchos años atrás por legislaciones extranjeras; 

tal situación se plasmó por autores como Jairo López Morales quien remite a 

los comentarios del ponente del proyecto de ley en el Senado de la República, 

y que constan en la Gaceta del congreso Nº 280 del 20 de noviembre de 1998, 

página 45: “ El tipo se establece como figura autónoma, para zanjar la 

discusión existente acerca de si la conducta es constitutiva del delito de estafa 

o hurto, debiéndose siempre que se presente tal comportamiento subsumirse 

en el tipo penal básico que lo describe”.   

Las anteriores consideraciones, sirven como punto de partida para entender el 

porqué, hoy en día, después de la entrada en vigencia del tipo penal, aún no se 



tiene claridad sobre el mismo, ni se ha realizado un estudio pormenorizado 

sobre él a nivel socio jurídico, para comprender su verdadera incidencia y 

repercusiones. 

Es claro que dentro del mismo mundo jurídico, entiéndase abogados, los 

mismos fiscales y jueces, la divulgación y comprensión del tipo es muy 

incipiente, por lo cual es entendible el desconocimiento y confusión que del 

mismo se ha generado en la comunidad; lo anterior, dada la regulación que por 

años se tuvo de éstas conductas, las cuales en su mayoría no eran atípicas, 

puesto que eran cobijadas por tipos legales patrimoniales, como el hurto, el 

abuso de confianza y la estafa, las cuales en el código penal del 80 subsumían 

la mayor parte de las conductas, hoy entendidas como defraudación de fluidos; 

de ésta manera podemos observar, que si bien el tipo surge a partir del año 

2000 como independiente y autónomo, sus antecedentes tiene origen en 

actuaciones objeto de regulación en otros delitos específicos.  

 

MARCO TEORICO 

 

En todos los casos en que haya una conducta constitutiva del delito de 

defraudación de fluidos serán denunciadas y que los usuarios de los servicios 

públicos domiciliarios son titulares de las garantías que se desprenden del 

derecho al debido proceso, por lo tanto los usuarios cuentan con los derechos 

fundamentales de gozar de un servicio de agua potable pero por lo tanto así 

mismo cuentan con la obligación de cancelar el servicio que se presta. 

 

Por lo anterior y a fin de proteger el patrimonio de la Empresa de Acueducto y 

Alcantarillado de Bogotá-ESP,  evitar los impactos sociales a los usuarios se 

hace necesario establecer tanto una cuantía mínima a partir de la cual se deba 

presentar denuncia penal frente al presunto delito de defraudación de fluidos. 

 

 

 

 



MARCO DE REFERENCIA HISTORICO 

 

Que la Ley 142 de 1994, establece como obligación de las personas 

prestadoras del servicio de acueducto la prestación eficiente de los servicios 

públicos a su cargo, lo que se debe reflejar entre otras, en la reducción de 

pérdidas y minimización del impacto social y jurídico que ocasiona el delito de 

defraudación de fluidos. 

 

La recuperación de los metros cúbicos dejados de facturar como consecuencia 

de la ocurrencia del delito de defraudación de fluidos y/o el uso no autorizado 

del servicio encuentra fundamento tanto en criterios de eficiencia económica 

exigidos por la Ley 142 de 1994 a las empresas prestadoras , como en el 

hecho que no le es permitido a nadie enriquecerse sin justa causa. 

 

Por lo anterior y con el fin de optimizar los mecanismos utilizados por la 

Empresa para reducir los indicadores de agua no contabilizada, las pérdidas 

económicas producidas y el impacto socio jurídico en las comunidades 

producto del delito de defraudación de fluidos y/o el uso no autorizado del 

servicio, la empresa puede establecer políticas, para de manera eficiente lograr 

la recuperación de los metros cúbicos dejados de facturar a través de 

procedimientos administrativos. 

 

Así mismo debe de implementar medidas que con lleven que las comunidades 

menos favorecidas y que no cuentan con la cobertura del servicio de acueducto 

a mitigar las necesidades básicas insatisfechas  y que tienen relación con la 

problemática que deben afrontar por estar en sectores no legalizados de la 

ciudad y que por lo tanto no tienen servicios públicos domiciliarios y que la 

necesidad de sobrevivir conllevan a que estas personas utilicen de métodos no 

autorizados para poder suplir sus necesidades básicas insatisfechas que tienen 

relación directa con el  suministro de agua potable. 

 

 



DELIMITACION DEL TEMA 

 

Se debe realizar y con el fin de proteger el patrimonio de la Empresa, se 

considera conveniente establecer tanto una cuantía mínima a partir de la cual 

se deba presentar denuncia penal frente al presento delito de Defraudación de 

fluidos. 

 

En todos los casos en que haya un presunto incumplimiento del contrato de 

condiciones uniformes por el uso no autorizado del servicio prestado por parte 

de la Empresa de Acueducto y Alcantarillado de Bogotá, se deberá adelantar el 

procedimiento administrativo previsto en el manual aquí adoptado, tendiente a 

lograr el pago del valor de los metros cúbicos dejados de facturar y de los otros 

conceptos, derivados del presunto incumplimiento del contrato de servicios 

públicos. 

 

La empresa a través de los gestores comerciales de cada zona o quien haga 

sus veces, cuando se presente el presunto delito se deberá realizar el l 

procedimiento administrativo tendiente a lograr el pago del valor de los metros 

cúbicos  dejados de facturar. 

 

MODALIDADES DE DEFRAUDACION DE FLUIDOS 

 

(Se anexa registro fotográfico) 

  

 

 

 

 

 

 

 

 



CONCLUSIONES 

 

 

 El delito de defraudación de fluidos según los estudios realizados por la 

Empresa de Acueducto y Alcantarillado de Bogotá, se pudo establecer 

que no es únicamente de los estratos más bajos si no que se presenta 

en toda la ciudad de Bogotá ,lo que lleva a concluir que no es una 

necesidad de las comunidades con necesidades  básicas insatisfechas 

si no que además lo hacen grandes empresas para de una u otra forma 

omitir el pago de un servicio público prestado. 

 

 

 La Empresa de Acueducto y Alcantarillado de Bogotá, se ve en la 

necesidad de implementar acciones que tengan como único objetivo el 

minimizar las pérdidas que por este delito afronta al no obtener el pago 

de un servicio que se presta a los usuarios y que termina siendo agua no 

contabilizada. 
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